
 

CORTE PENAL INTERNACIONAL: CLAVES DE SU 
FUNCIONAMIENTO 

 
La Corte Penal Internacional (CPI) con sede en La Haya, Países Bajos, es el primer tribunal 
penal internacional permanente encargado de investigar y juzgar a personas 
presuntamente responsables de genocidio, crímenes de lesa humanidad, de guerra y de 
agresión. Su actuación se rige por el Estatuto de Roma y por el principio de 
complementariedad, conforme al cual interviene únicamente cuando los Estados con 
jurisdicción no pueden o no están genuinamente dispuestos a realizar las investigaciones o 
los procesos correspondientes. A diferencia de los mecanismos nacionales de procuración e 
impartición de justicia, busca garantizar que determinados crímenes, por su gravedad y 
afectación puedan ser investigados y sancionados. La Corte ejerce jurisdicción únicamente 
sobre personas físicas y no puede procesar a quienes fueran menores de 18 años al 
momento de la presunta comisión del crimen; tampoco puede juzgar Estados, 
organizaciones internacionales, ni personas jurídicas. 
 
LA CPI EN EL SISTEMA INTERNACIONAL 
 
Aunque la Corte mantiene una estrecha relación de cooperación con la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU), no forma parte de su sistema. La CPI es una institución 
independiente cuya existencia, funcionamiento y competencias están definidas por el 
Estatuto de Roma. No obstante, ambas instituciones mantienen un Acuerdo de Relación 
que permite coordinar acciones en ámbitos como el intercambio de información y de 
cooperación administrativa. Asimismo, el Consejo de Seguridad de la ONU, conforme al 
Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, puede remitir a la Fiscalía de la Corte 
situaciones en las que parezca haberse cometido alguno de los crímenes de competencia 
de la CPI. Esta vía le permite ejercer jurisdicción respecto de situaciones ocurridas en 
Estados que no son parte del Estatuto de Roma. 
 
ANTECEDENTES Y CREACIÓN DE LA CPI 
 
La creación de la Corte Penal Internacional fue resultado de un proceso de evolución del 
derecho penal internacional. Tras la Segunda Guerra Mundial, los Tribunales Militares 
Internacionales de Núremberg y Tokio consolidaron el principio de responsabilidad penal 
individual por la comisión de crímenes internacionales. Estos tribunales fueron creados para 
juzgar hechos específicos y dejaron de existir una vez concluidas sus funciones. 
 
Posteriormente, los conflictos en la antigua Yugoslavia y el genocidio de Ruanda llevaron al 
Consejo de Seguridad de la ONU a establecer tribunales penales internacionales ad hoc. 
Aunque estos mecanismos contribuyeron significativamente al desarrollo de la justicia 
penal internacional, también evidenciaron la necesidad de contar con una institución 
permanente que evitara crear un nuevo tribunal cada vez que ocurrieran atrocidades 
masivas. En 1998 los Estados adoptaron el Estatuto de Roma, que entró en vigor el 1 de julio 
de 2002. 
 

https://www.icc-cpi.int/about/the-court
https://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute(s).pdf
https://www.un.org/ruleoflaw/es/thematic-areas/international-law-courts-tribunals/international-hybrid-criminal-courts-tribunals/
http://treaties.un.org/pages/showDetails.aspx?objid=0800000280073f01
https://www.un.org/es/about-us/un-charter/chapter-7
https://centrogilbertobosques.senado.gob.mx/analisisinvestigacion/contexto/apuntes-cij-cpi/viewdocument
https://nuremberg.law.harvard.edu/imt_intro
https://nuremberg.law.harvard.edu/imt_intro
https://www.nurembergacademy.org/de/forschung/veroeffentlichungen/detail/the-tokyo-tribunal-perspectives-on-law-history-and-memory
https://www.un.org/ruleoflaw/es/thematic-areas/international-law-courts-tribunals/international-hybrid-criminal-courts-tribunals/


 
 

 
 
COMPETENCIA MATERIAL 
 
La competencia material de la CPI se limita exclusivamente a cuatro categorías de crímenes: 

▪ Genocidio: alguno de los actos previstos en el Estatuto cometido con la intención de 
destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso. 

▪ Crímenes de lesa humanidad: determinados actos —asesinato, desaparición forzada, 
esclavitud, deportación, tortura o violencia sexual— realizados como parte de un 
ataque generalizado o sistemático contra una población civil. 

▪ Crímenes de guerra: violaciones graves del derecho internacional humanitario 
ejecutadas durante conflictos armados. 

▪ Crimen de agresión: efectuado por una persona que se encuentra en condiciones de 
controlar o dirigir efectivamente la acción política o militar de un Estado y que 
planifica, prepara, inicia o ejecuta un acto de agresión que, por sus características, 
gravedad y escala, constituye una violación manifiesta de la Carta de las Naciones 
Unidas. 

 
SANCIONES Y REPARACIÓN A LAS VÍCTIMAS  
 
El Estatuto de Roma regula las sanciones que puede imponer la CPI y reconoce la 
participación y los derechos de las víctimas dentro del proceso. No contempla la pena de 
muerte, puede imponer penas de prisión de hasta treinta años o, cuando lo justifiquen la 
extrema gravedad del crimen y las circunstancias personales de la persona condenada, 
cadena perpetua. También puede imponer multas y ordenar decomisos procedentes 
directa o indirectamente del crimen, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.  
 
La CPI puede establecer principios aplicables a la reparación de los daños sufridos y, tras 
una condena, ordenar medidas en favor de las víctimas que incluyan restitución, 
indemnización y rehabilitación, conforme a las circunstancias de cada caso. 
 
 
PRINCIPALES DESAFÍOS 
 
La CPI no posee jurisdicción universal. El alcance de su actuación depende de la cooperación 
de los Estados, pues carece de una fuerza policial propia para ejecutar sus órdenes de 
detención. Asimismo, la falta de adhesión de algunos Estados al Estatuto de Roma limita el 
alcance territorial y personal de la jurisdicción de la Corte en determinados contextos.  
 
En este marco, las presiones políticas ejercidas por algunos Estados también representan un 
desafío para el funcionamiento de la Corte. El 13 de julio de 2026, Estados Unidos anunció 
medidas contra la CPI e instó a sus aliados a distanciarse de la institución. En contraste, 
Japón, Estado Parte del Estatuto de Roma, reiteró su respaldo a la Corte y destacó su papel 
en la defensa del Estado de derecho y la lucha contra la impunidad. 
 
 

Actualizado al 14 de julio de 2026 

https://www.icc-cpi.int/about/how-the-court-works
https://cjad.nottingham.ac.uk/es/RS/75/
https://www.coalitionfortheicc.org/es/informacion-basica-de-la-cpi
https://efe.com/mundo/2026-07-14/japon-defensa-cpi-estados-unidos/

